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El Relator Especial sobre el derecho al desarrollo, 
el Sr. Saad Alfarargi, presenta en este informe 
especial las directrices y recomendaciones sobre 
la aplicación práctica del derecho al desarrollo. El 
informe se basa en las consultas regionales que el 
Relator Especial llevó a cabo sobre esta cuestión 
en 2018 y 2019, e incluye cuatro secciones 
principales: 1. Participación significativa en los 
procesos de desarrollo; 2. Movilización de recursos 
sostenibles para el desarrollo; 3. Seguimiento 
y evaluación de las políticas de desarrollo; y 4. 
Rendición de cuentas y acceso a la justicia en caso 
de violación de los derechos.1
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El Relator Especial sobre el derecho al desarrollo, el Sr. Saad Alfarargi, 
fue nombrado por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas en marzo de 2017. Los Relatores Especiales son expertos 
independientes que tienen el mandato del Consejo de Derechos 
Humanos de examinar e informar sobre cuestiones específicas de 
derechos humanos. El derecho al desarrollo consiste en fomentar y 
proteger la capacidad de una persona para participar en el desarrollo, 
contribuir a él y disfrutar de él, ya sea el desarrollo económico, social, 
cultural o político.

El Relator Especial sobre el derecho al desarrollo supervisa y prepara 
informes sobre cuestiones que afectan al derecho al desarrollo y vela 
por fomentarlo en todo el mundo. El Consejo de Derechos Humanos 
encomendó al Relator Especial el mandato de fomentar, proteger y 
garantizar el ejercicio del derecho al desarrollo en el contexto de los 
marcos acordados internacionalmente en relación con el desarrollo: 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (septiembre de 2015), el 
Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres (junio de 
2015), la Agenda de Acción de Addis Abeba de la Tercera Conferencia 
Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo (julio de 2015) y el 
Acuerdo de París sobre el Cambio Climático (diciembre de 2015).

Introducción1
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En septiembre de 2017, el Consejo de Derechos Humanos de las Na‑
ciones Unidas aprobó la resolución 36/9, en la que se encomendó al 
Relator Especial que llevara a cabo consultas regionales sobre el ejerci‑
cio del derecho al desarrollo.2 El Relator Especial convocó una serie de 
consultas regionales en 2018 y 2019. Buscó identificar las buenas prácti‑
cas en el diseño, la aplicación, la supervisión y la evaluación de políticas 
y programas que contribuyan a hacer efectivo el derecho al desarrollo. 
En las consultas participaron representantes de los Estados de todo el 
mundo y representantes de los organismos de las Naciones Unidas, las 
organizaciones intergubernamentales, los círculos académicos, la socie‑
dad civil y el sector privado. En la página web del Relator Especial se 
puede encontrar una amplia información de referencia sobre el proce‑
so de consultas regionales, en particular sugerencias de lecturas de 
referencia, agendas de las reuniones de expertos, comunicaciones de 
los participantes y documentos de resultados en los que se resumen las 
principales conclusiones de cada consulta. 3  

Las consultas dieron lugar a un conjunto de directrices y recomenda‑
ciones prácticas para todos los que puedan participar en la aplicación 
del derecho al desarrollo. En las Directrices se sugieren métodos para 
responder a las estructuras, los procesos y los resultados de las políticas 
de desarrollo. El Relator Especial anima a todos los interesados a que 
utilicen el informe como instrumento para diseñar, supervisar y evaluar 
las políticas de desarrollo basadas en los derechos humanos.

Para más información sobre el mandato y las 
actividades del Relator Especial, consulte la 
publicación Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre el derecho al desarrollo: una 
introducción al mandato,4 y visite su página 
web.5
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2
En las consultas regionales se ha reafirmado la noción de que, para aplicar el 
derecho al desarrollo, es necesario adherirse a los principios internacionales 
de derechos humanos, incluidos los relacionados con la no discriminación 
y las libertades fundamentales. El ejercicio del derecho al desarrollo 
también implica cumplir con los marcos acordados internacionalmente 
sobre el cambio climático, la financiación para el desarrollo y el desarrollo 
sostenible.6

Del mismo modo que la Declaración sobre el derecho al desarrollo re‑
conoce que «la persona humana» es el sujeto central del desarrollo, en estas 
directrices se hace hincapié en empoderar a las personas para hacer efectivo 
el derecho al desarrollo, tanto a título individual como colectivo, para que de‑
cidan sus propias prioridades de desarrollo y los métodos que prefieran para 
alcanzarlas.7 

Habida cuenta de ese principio fundamental, en estas directrices se pone de 
relieve la importancia de la participación. La participación significativa per‑
mite evaluar los intereses de los titulares de los derechos y asegurar que se sa‑
tisfagan esos intereses. Velar por la participación no se limita a simplemente 
consultar a las personas y las comunidades; implica también dar a los titu‑
lares de derechos un papel significativo en la toma de decisiones que afectan 
a su propio desarrollo económico, social, cultural y político. 

Principios generales 
sobre la aplicación 
práctica del derecho 
al desarrollo
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La opinión de que el desarrollo es solo un resultado 
económico no es del todo preciso, ya que es posible que 
las prioridades de desarrollo de una población sigan sin 
cumplirse, a pesar del crecimiento económico. El desar‑
rollo no debe concebirse como un proceso meramente 
secuencial en el que se busca el crecimiento económi‑
co para financiar las políticas sociales. Más bien debería 
ser un proceso holístico que requiere la aportación y la 
participación de distintos interesados a fin de lograr 
resultados sostenibles. Entre esos interesados figuran 
los Estados, las organizaciones internacionales, la so‑
ciedad civil, los círculos académicos y el sector privado. 
También son condiciones previas necesarias para el 
ejercicio del derecho al desarrollo la buena gobernanza, 
un Estado de derecho justo y transparente y contar con 
instituciones estables que sean transparentes, recepti‑
vas y responsables. 

La existencia de paz o conflicto también es pertinente 
para el ejercicio del derecho al desarrollo (Declaración 
sobre el derecho al desarrollo, art. 7).8 Por consiguiente, 
el derecho al desarrollo debería incluirse en los debates 
sobre el desarme y la reconstrucción después de los 
conflictos. Habida cuenta de los efectos que tienen las 
organizaciones internacionales en el ejercicio del de‑
recho al desarrollo, es importante que los organismos 
de las Naciones Unidas, las organizaciones interna‑
cionales y las instituciones financieras internacionales 
adopten en su actividad el enfoque del derecho al de‑
sarrollo (Declaración, arts. 3 y 4). Los titulares de los 
derechos también deberían asumir como propias las 
iniciativas encaminadas a cumplir la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible, y beneficiarse por igual de ellas. 
Fomentar los Objetivos de Desarrollo Sostenible desde 
la perspectiva del derecho al desarrollo garantizará que 
los esfuerzos realizados para alcanzar los objetivos 
sean equitativos, participativos, centrados en las perso‑
nas y no discriminatorios. 

Entender que los individuos y las comunidades deben 
impulsar los procesos para su propio desarrollo reper‑
cute en la forma de financiar el desarrollo. Cuando la 
financiación del desarrollo se ve a través de la lente del 
derecho al desarrollo, no es un concepto basado en la 
caridad. Tampoco se trata de dar recursos de acuerdo 
con las motivaciones y los puntos de vista de un do‑
nante. 

Por el contrario, hacer efectivo el derecho al desarrollo 
de las personas y las comunidades significa financiar 
las prioridades de desarrollo que expresan los mismos 
receptores. Algunos instrumentos y marcos norma‑
tivos internacionales ya incorporan este planteamiento, 
en particular la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste‑
nible y la Agenda de Acción de Addis Abeba de la Terce‑
ra Conferencia Internacional sobre la Financiación para 

el Desarrollo. El objetivo de estas directrices es reforzar 
estos marcos. 

Con un enfoque basado en el derecho al desarrollo, los 
resultados y las metodologías se evalúan no solo en 
función de mediciones universales, sino también de 
mediciones específicas para cada contexto. Este en‑
foque basado en el contexto para supervisar y evaluar 
las políticas y los proyectos de desarrollo examina si las 
políticas realmente mejoran el bienestar de «la perso‑
na humana», según se define en la Declaración sobre el 
Derecho al Desarrollo. Cuando el bienestar de una per‑
sona se ve perjudicado, los mecanismos de rendición 
de cuentas deben rectificar esos daños. 

En las directrices, los elementos para el ejercicio del de‑
recho al desarrollo se agrupan en temas particulares. 
Sin embargo, estos elementos son, como con cualquier 
otro aspecto del derecho al desarrollo, interdepen‑
dientes e indivisibles (Declaración, art. 9). 
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La Declaración sobre el Derecho al Desarrollo indica que las políticas 
de desarrollo deben tener como objetivo la mejora constante del 
bienestar de toda la población y de todos los individuos. Esta mejora 
debe basarse en su participación activa, libre y significativa en el 

desarrollo (Declaración, art. 2). Por lo tanto, este paradigma 
implica un doble conjunto de derechos y deberes. En 

pr imer lugar,  todos los miembros de la comunidad 
deben participar en la formulación de las políticas de 
desarrollo. En segundo lugar, todas las políticas deberían  
beneficiar a todas las personas por igual. 

En estas directrices se hace hincapié en el principio de que 
las comunidades afectadas deben asumir la responsabilidad 
de los programas, presupuestos y procesos de desarrollo. Así 
pues, las siguientes recomendaciones abordan la necesidad 
de asegurar que todos los segmentos de la sociedad se 
beneficien del desarrollo. En las recomendaciones también se 
destacan los obstáculos visibles e invisibles a la participación, 
como la falta de identidad jurídica o la existencia de violencia 
o restricciones sociales. En las directrices se aclara que la 
participación solo puede ser eficaz si es institucionalizada y 
continua. 

Fomentar la 
participación activa, 
significativa e 
informada

Directrices sobre la 
participación

Por ejemplo: 
En la región de América Latina y el Caribe 
se ha asignado un «asiento» permanente 
en los órganos gubernamentales para que 
los agentes de la sociedad civil participen 
en la adopción de decisiones.‑ En un 
país de Europa Oriental, las principales 
comunidades afectadas están incluidas, 
junto con representantes de organizaciones 
gubernamentales, no gubernamentales y 
privadas, en un mecanismo nacional que 
coordina la respuesta del país al VIH/SIDA, 
la tuberculosis y el paludismo. 

3
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Los Estados deben entender la «participación» 
como un cont inuo que impl ica consul ta , 
participación, supervisión, evaluación y acceso a la 
justicia. Todos estos elementos deben incluirse en 
un plan de participación integral y deben contar con 
la participación, como responsables de la toma de 
decisiones, de los grupos que se ven afectados por 
determinadas políticas, programas y proyectos de 
desarrollo. 

Los Estados deben crear procesos de planificación 
pública que sean participativos e incluyan 
mecanismos de supervisión. Las pol ít icas 
nacionales deben ajustarse a las necesidades de 
desarrollo local a fin de fomentar las sinergias y la 
interrelación entre las instituciones. Siempre que 
sea posible, los Estados deberían descentralizar 
los procesos de planificación participativa, lo que 
permitirá a las comunidades locales llevar a cabo 
iniciativas de desarrollo que reflejen sus intereses y 
que atraigan más recursos internos. 

Recomendaciones en el 
plano nacional sobre la 

participación

Los gobiernos deberían movilizar a los grupos 
de interés a todos los niveles y facultarlos para 
que promuevan sus propios programas de 
desarrollo. Los gobiernos deberían institucionalizar 
la participación de la sociedad civil como parte 
integrante de los procesos de planificación del 
desarrollo. Esto incluye la planificación anticipada y 
la participación de la sociedad civil en la recopilación 
de datos y evaluación. 

Los Estados deberían invertir en fomentar la 
capacidad de la sociedad civil para desempeñar 
un papel activo y significativo en los procesos 
de desarrollo. La sociedad civil debería participar 
oficialmente en el diseño, la aplicación y la 
evaluación de las políticas. De esta forma se 
aprovecharían los conocimientos técnicos locales 
existentes y se fomentaría el sentido de propiedad en 
el proceso de desarrollo, al tiempo que se obtendrían 
resultados menos costosos. La participación de la 
sociedad civil requiere especialmente la libertad de 
expresión y el acceso a la información. 

Los Estados deberían diseñar y llevar a cabo 
proyectos de desarrollo después de celebrar 

consultas significativas para identificar las 
prioridades de desarrollo de las comunidades en la 
zona de un proyecto y para determinar la manera 
más adecuada de repartir los beneficios entre los 
destinatarios de los proyectos. Concretamente: 

•	 Los procesos de consulta deben realizarse de 
manera institucional y no ad hoc. 

•	 Es preciso abordar los posibles conflictos de 
intereses entre quienes convocan las consultas 
para garantizar que estas reflejen verdaderamente 
los puntos de vista de los interesados afectados. 
Esto es particularmente importante cuando un 
Estado o actor privado convoca las consultas, y 
son ellos los que se beneficiarían directamente del 
proyecto propuesto. 

•	 Los organizadores de una consulta deben 
informar de manera transparente a las 
comunidades consultadas sobre los posibles 
efectos de las decisiones que se adopten, y 
deben tenerse en cuenta las prioridades de los 
beneficiarios. 

Por ejemplo:
En 2008, un Estado del África septentrional inició un proceso participativo para elaborar su Plan 
Nacional para la Democracia y los Derechos Humanos. El primer ministro constituyó un comité directivo 
compuesto por varios‑ interesados que organizó una serie de seminarios, cursos prácticos y simposios 
nacionales y regionales en varias ciudades y provincias. Participaron en el proceso actores de diversos 
sectores gubernamentales, instituciones nacionales, partidos políticos, sindicatos y organizaciones no 
gubernamentales (ONG). El Gobierno llegó a la conclusión de que este enfoque consultivo y participativo 
facilitaba el surgimiento de opciones estratégicas y una visión colectiva de las prioridades del Plan 
Nacional para la Democracia y los Derechos Humanos.9
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Los Estados tienen el deber de velar por que los 
actores no ‑estatales (incluidas las empresas 
que acogen o crean, y las empresas matrices o 
controladoras) lleven a cabo sus actividades de 
conformidad con las normas internacionales de 
derechos humanos y con arreglo a las prioridades 
claramente expresadas por las comunidades 
afectadas y beneficiarias. Los gobiernos también 
deberían promulgar leyes que establezcan 
claramente los parámetros de la participación 
pública en los planes de asociación entre los 
sectores público y privado. 

Para evitar que se eternicen las desigualdades 
existentes al llevar a cabo los programas de 
desarrollo, los Estados deberían prestar mucha 
atención a los motivos de discriminación que se 
entrecruzan, incluida la discriminación por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, nacionalidad, origen 
social, patrimonio, nacimiento, discapacidad u otra 
condición. 

Debería haber oportunidades para la participación 
equitativa de los más desfavorecidos, incluidas las 
personas con discapacidades, las mujeres, los niños 
y los jóvenes, las minorías, los pueblos indígenas, 
los afrodescendientes y los miembros de otros 
grupos desfavorecidos o marginados. Los Estados 
deben ofrecer a las comunidades la posibilidad de 
intervenir y participar en aquellos casos en que se 
adopten decisiones que les afecten, pero que no se 

hayan identificado expresamente como población 
afectada. Más concretamente, los Estados deben:

•	 considerar a los migrantes como agentes del 
desarrollo, en lugar de abordar la migración como 
una cuestión de seguridad; 

•	 garantizar que todas las personas, incluidos 
los miembros de las minorías, tengan identidad 
legal e igualdad de acceso a los documentos de 
identificación personal, ya que la ausencia de 
dicha documentación impide la participación y 
corre el riesgo de que se acumulen las violaciones 
de derechos (por ejemplo, en lo que respecta al 
acceso a la atención de la salud, la educación, la 
vivienda, el empleo, la protección social y el voto); 

•	 movilizar a los jóvenes como agentes de 
cambio y desarrollo. 

Los gobiernos deben promover la representación 
de calidad de las mujeres y las poblaciones 
marginadas en la adopción de decisiones a escala 
nacional, incluso mediante el aumento de la 
representación de los miembros de esos grupos 
en las instituciones públicas y privadas. A menudo 
se considera que las mujeres y las poblaciones 
marginadas son los beneficiarios de los programas 
de desarrollo. Sin embargo, rara vez se encuentran 
entre las personas a cargo de la toma de decisiones 
o a las que se consulta.

9

Por ejemplo: 
La provincia de la laguna costera de un Estado del Asia sudoriental se enfrenta a una creciente 
amenaza de desastres naturales, en particular inundaciones y tifones. En respuesta a ello, 
las mujeres han desempeñado un papel fundamental en la lucha contra las tormentas e 
inundaciones y en la protección de los miembros de la familia. Además, las mujeres son en 
gran medida responsables de restaurar los hogares de sus familias después de un desastre. 
No obstante, se suele excluir a las mujeres de las oportunidades de educación y capacitación 
en materia de preparación para casos de desastre. 

En consecuencia, las mujeres de esta provincia han exigido una mayor representación en 
los órganos normativos y de adopción de decisiones gubernamentales. Han destacado la 
importancia de incluir a las mujeres en los «Equipos de Respuesta Rápida de las Aldeas» y, 
gracias a ello, se ha conseguido incluir a más de sesenta mujeres locales en doce de los equipos. 
Sobre la base de estos progresos, las mujeres también han abogado por adoptar una política de 
inclusión de mujeres en los equipos de respuesta en todos los municipios de la provincia.10
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Como parte de la planificación de los Estados 
orientada a las cuestiones de género, deberían tener 
en cuenta el hecho de que las mujeres no son un 
grupo homogéneo y, por lo tanto, prestar especial 
atención a las mujeres que se enfrentan a múltiples 
vulnerabilidades y son más difíciles de alcanzar. 

Los Estados deberían incluir los derechos humanos 
y el derecho al desarrollo en sus planes de estudio 
nacionales. Los Estados también deberían 
fomentar una educación en materia de derechos 
humanos que haga hincapié en la sensibilidad a las 
cuestiones de género y la no discriminación a todos 
los niveles, a fin de que las personas puedan tomar 
decisiones informadas y participar en el desarrollo 
político, económico, social y cultural. 

Los Estados deben establecer mecanismos que 
faciliten el acceso a la información sobre las 
políticas y los procesos de desarrollo, incluidos 
los relacionados con la extracción de recursos 
naturales. Los Estados también deberían promulgar 
leyes que garanticen el acceso a la información, 
incluida la información sobre la financiación de 
proyectos, incluida la cofinanciación, y sobre los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

Los gobiernos deben esbozar  p lanes de 
información fiables y actualizados cuando se 
diseñen los planes de desarrollo. Las instituciones 
gubernamentales deben dedicar recursos 
adecuados al intercambio de información y deben 
tener el mandato de producir y publicar información 

de manera oportuna. Debe disponerse de recursos 
jurídicos para garantizar que no se deniegue el 
acceso a la información. 

Según proceda, los Estados y otros agentes 
deberían emplear la tecnología y las redes digitales 
como vehículos para aumentar la participación, 
teniendo en cuenta al mismo tiempo que la 
participación no puede facilitarse únicamente 
mediante la tecnología, dado que el acceso a esta 
no es uniforme. 

Las instituciones nacionales de derechos humanos 
deberían: 

•	 Participar en la educación pública para 
capacitar a las comunidades a reivindicar sus 
derechos.

•	 Actuar como plataformas de participación 
facilitando la reunión y el intercambio de 
información sobre los programas de desarrollo. 

10

Por ejemplo: 
La sociedad civil participó en la 
elaboración de un instrumento de 
información regional europea para 
los nuevos habitantes de ocho 
países participantes. El instrumento 
proporciona información sobre las 
normas laborales en muchos idiomas 
diferentes, y el objetivo del proyecto 
es promover la integración económica 
de los migrantes en la región. Más 
concretamente, el instrumento facilita 
un acceso más equitativo al empleo, el 
trabajo y la mejora de las aptitudes.11
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Recomendaciones 
sobre la participación 

a escala regional e 
internacional

Los Estados y las organizaciones intergubernamentales deberían 
promover y fortalecer las actividades de sensibilización de la 
sociedad civil en relación con el derecho al desarrollo a escala 
regional. Los Estados y las organizaciones intergubernamentales 
deberían crear redes de la sociedad civil en todas sus regiones a 
fin de compartir las buenas prácticas y los casos de éxito. Deberían 
crear puentes entre los agentes de la sociedad civil que trabajan 
en los ámbitos del desarrollo, los derechos humanos, la paz y la 
seguridad. 

Los Estados deben garantizar que todas las partes interesadas 
participen de manera significativa en el proceso de negociación 
de acuerdos internacionales, incluidos los acuerdos comerciales 
internacionales. Para ello es necesario fomentar la capacidad de 
los Estados y los representantes no estatales que participan en los 
procesos de negociación. En el plano nacional, debería facilitarse 
información sobre las próximas iniciativas para que la sociedad civil 
y las comunidades interesadas puedan participar en los procesos de 
negociación multilateral.

Los gobiernos deberían ampliar el espacio cívico para permitir la 
participación democrática y significativa de todos los interesados en 
los procesos multilaterales, incluidos los relacionados con el cambio 
climático. 

Las organizaciones intergubernamentales mundiales y regionales 
deberían centralizar el concepto de participación de los interesados 
en su planificación estratégica de los procesos de desarrollo.

Por ejemplo: 
Una ONG de África Oriental 
permite a las comunidades 
participar en las negociaciones 
comerciales en su localidad. 
Por ejemplo, la ONG realiza 
entrevistas a los titulares de 
derechos en las emisoras de 
radio locales. La ONG también 
organiza encuentros que reúnen 
a funcionarios públicos y titulares 
de derechos para hablar sobre las 
inquietudes de la comunidad en 
cuanto a las posibles políticas y 
acuerdos comerciales12. 

Recomendaciones 
sobre la participación 

de actores no 
estatales

Todos los actores que aportan información sobre los proyectos de 
desarrollo, incluidas las instituciones, las empresas y los inversores, 
deberían proporcionar esa información de manera transparente. 
Concretamente, se debería compartir la información sobre los 
proyectos de desarrollo:

•	 Como cuestión prioritaria con las comunidades interesadas en 
su idioma. Esto podría requerir la traducción de la información a 
los idiomas locales e indígenas. 

•	 En un formato que sea accesible a las poblaciones destinatarias. 
Por ejemplo, la información técnica debe transmitirse utilizando un 
lenguaje que entiendan los que no sean expertos en la materia. 
Por otra parte, la información debería estar disponible en línea y/o 
por teléfono, además de capacitar a la comunidad sobre cómo 
acceder a la información.

Por ejemplo: 
En un país de África Central, 
la multitud de idiomas que 
utiliza la población plantea un 
importante problema para el 
intercambio de información 
accesible: hay cuatro idiomas 
oficiales y cientos de dialectos 
locales. Las ONG locales 
se han adaptado utilizando 
intérpretes mult i l ingües, 
imágenes i lust rat ivas y 
folletos informativos que han 
sido traducidos a muchos 
dialectos.13 

La sociedad civil debería desempeñar un papel más importante 
para informar a las poblaciones sobre el derecho al desarrollo y lo 
que significa para su desarrollo sostenible. Las redes regionales 
de la sociedad civil deberían incluir el derecho al desarrollo en sus 
actividades de sensibilización en materia de derechos humanos y 
deberían tratar de incorporarlo en el plano local. 

La sociedad civil y las redes de solidaridad internacional deben 
movilizarse y participar para que puedan adoptar posiciones 
unificadas en las negociaciones internacionales. Crear lazos más 
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Los defensores de los derechos humanos deberían hacer hincapié 
en la relación entre el logro de los objetivos de desarrollo sostenible 
y el cumplimiento de los compromisos básicos en materia de 
derechos humanos. Hay que aprovechar el impulso que brindan los 
Objetivos para fortalecer la cooperación entre el sector del desarrollo 
y la comunidad de derechos humanos. 

Los bancos de desarrollo y otras partes interesadas en la 
financiación del desarrollo deberían:

•	 llevar a cabo consultas significativas para asegurar que 
los proyectos promuevan las prioridades de desarrollo de los 
beneficiarios previstos; 

•	 garantizar el acceso a la información sobre los proyectos antes 
de que estos se autoricen;

•	 crear mecanismos para celebrar consultas regionales 
e internacionales para proyectos que tengan un impacto 
transfronterizo.

Por ejemplo: 
Los trabajadores comunitarios 
de la salud —casi todos ellos 
mujeres— desempeñan un papel 
integral en los sistemas de 
atención de la salud de algunos 
países al prestar atención en las 
comunidades pobres y rurales. 
Los trabajadores comunitarios de 
la salud pueden llegar a ocuparse 
de la atención sanitaria básica 
de 1200 personas en su zona. A 
pesar de su importante trabajo, 
muchas de las mujeres no están 
remuneradas ni protegidas. 

En este sentido, existe una 
federación sindical mundial 
que se ha esforzado por 
sindicalizar a los trabajadores 
comunitarios de la salud de 
todo el mundo y que se les 
reconozca como trabajadores 
con derecho a un salario 
mínimo, a pensiones y a otras 
prestaciones. En Asia del Sur, 
algunos de los trabajadores 
sanitarios de la comunidad que 
reciben apoyo de la federación 
han sido reconocidos como 
empleados públicos y, como 
resultado, gran parte de esos 
trabajadores son las primeras 
mujeres en sus familias que 
consiguen un puesto de trabajo 
remunerado con beneficios.14

fuertes entre la sociedad civil y las organizaciones nacionales de 
derechos humanos permitiría a los interesados impulsar programas 
comunes a escala regional e internacional.
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Si bien la Declaración sobre el derecho al desarrollo no incluye 
expresamente una lista de prioridades financieras que permitan hacer 
efectivo el derecho al desarrollo, en ella se esbozan los principios 
sobre los que deben basarse las políticas tanto a escala nacional 
como internacional. Por ejemplo, la Declaración establece que las 
comunidades deben gozar de plena soberanía sobre sus riquezas 
y recursos naturales (art. 1) y que los beneficios del desarrollo deben 
distribuirse equitativamente (art. 2). La Declaración exhorta a los Estados 
a que adopten todas las medidas necesarias para garantizar el ejercicio 
del derecho al desarrollo y la igualdad de oportunidades para todos a 
acceder a los recursos básicos, la educación, la salud, la alimentación, 
la vivienda y el empleo (art. 8). Además, en el plano internacional, la 
Declaración impone a los Estados el deber de cooperar entre sí, tanto 
para fomentar un desarrollo más rápido en los países en desarrollo como 
superar las barreras que dificultan un desarrollo integral (arts. 3[3] y 4[2]). 

Las directrices abordan el principio de que la financiación del desarrollo 
debe ser sostenible y realizarse en interés de los beneficiarios previstos. 
La participación activa, significativa e informada es una manera de que 
los individuos y los colectivos puedan acordar cómo compartir los 
beneficios cuando se deban utilizar los recursos de la comunidad para 
objetivos de desarrollo más amplios.

Financiación para 
el desarrollo y la 
movilización de los 
recursos existentes

Directrices sobre 
la financiación 

para el desarrollo

4
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En vista de los posibles 
perjuicios que puede acarrear el 
hecho de que los Estados y las 
organizaciones internacionales 
dependan de programas de 
austeridad15 y de asociaciones 
entre el sector público y el 
privado16 para generar recursos, 
las directrices recomiendan 
métodos alternativos para 
movilizar recursos nacionales 
e internacionales. En las 
directrices también se señalan 
los recursos no‑ financieros que 
podrían movilizarse.

Por ejemplo: 
En un país de la región de Asia y el Pacífico, una comunidad corría el riesgo de 
verse obligada a desplazarse debido a un proyecto de construcción de vías de 
agua que se había propuesto en la capital. La sociedad civil llevó a cabo una 
consulta en la que los miembros de la comunidad esbozaron su propio plan 
de reubicación y acordaron que solo se trasladarían si podían permanecer 
cerca de la ciudad debido a los beneficios que la comunidad obtenía de esa 
proximidad. Al final, la comunidad pudo valerse de la compensación que el 
Gobierno le proporcionó para obtener viviendas en terrenos que habían sido 
previamente propiedad del Gobierno. Lo más importante es que el proyecto de 
la vía de agua solo se puso en marcha después de que se hubieran atendido 
las prioridades de la comunidad. Esto era fundamental porque el proyecto solo 
podía avanzar si la comunidad renunciaba a sus propios recursos.

Recomendaciones en 
el plano nacional sobre 

la financiación del 
desarrollo

Los Estados deben aplicar reformas económicas y sociales 
eficaces para para reducir las desigualdades y garantizar que 
los beneficios del crecimiento se distribuyan equitativamente 
entre todos los segmentos de la población. Se debe 
indemnizar adecuadamente a aquellas comunidades cuyos 
recursos se vean afectados o amenazados por proyectos de 
desarrollo nacionales o regionales. 

Los Estados deben establecer políticas de igualdad de 
género y de protección social. Los gobiernos deberían prestar 
especial atención a los trabajos de atención sanitaria que no 
son remunerados y elaborar políticas económicas y métodos 
de contabilidad nacional que faciliten su redistribución. 
Los gobiernos también deberían ocuparse de los efectos 
desproporcionados que este tipo de trabajo tiene en el 
desarrollo de la mujer. Los Estados deberían reconocer y 
regularizar los trabajos de atención sanitaria remunerando a 
quienes desempeñan esta función y proporcionándoles una 
formación adecuada.

Por ejemplo: 
En noviembre de 2015, el parlamento de un Estado sudamericano otorgó unánimemente estatus legal 
al «derecho a recibir atención sanitaria» y creó un Sistema Nacional de Atención Sanitaria Integral para 
hacer efectivo ese derecho. El derecho a recibir atención sanitaria se esbozó como un derecho humano 
de las personas en situación de vulnerabilidad temporal o permanente, como las personas que viven 
con discapacidades, los niños o las personas de edad en situación de dependencia. La ley reconoce 
el valor social de la atención sanitaria, y pretende explícitamente cambiar el hecho de que la mayoría 
de las mujeres ejercen esta labor sin remuneración. Las personas que requieren cuidados o atención 
sanitaria, pero que no pueden pagarla, pueden solicitar un subsidio público para pagar al cuidador, que 
puede ser un miembro de la familia. 

Además, la ley divide los silos entre los diferentes ministerios. El Sistema Nacional de Atención 
Sanitaria Integral está dirigido por una junta compuesta por los ministerios de Desarrollo Social, 
Educación, Trabajo y Seguridad Social, Salud Pública y el Ministerio de Hacienda. La junta está 
asesorada por un Consejo Consultivo con representantes de la sociedad civil, el mundo académico, 
los sindicatos y los empleadores. Así pues, la ley permite ampliar y fomentar los derechos humanos 
de los grupos vulnerables y de las mujeres, aunque queda por ver en qué medida el Gobierno aplicará 
las protecciones que ofrece.17
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Los Estados deben asegurarse de que los presupuestos: 
•	 sean un proceso participativo y centrado en las personas, y no un ejercicio puramente económico; 
•	 �se basen en los derechos humanos y fomenten específicamente la igualdad de género, así como otras formas de igualdad;
•	 se organice en el plano local con la participación de la sociedad civil.

Los Estados deberían dejar de «financiar» políticas sociales para evitar que se conviertan en oportunidades 
lucrativas. Debería invertirse la tendencia a privatizar servicios sociales como la atención sanitaria y la 
educación. En virtud de las normas internacionales de derechos humanos, estos ámbitos son responsabilidad 
primordial de los Estados. 

Los Estados deberían garantizar que las comunidades participen de manera significativa a la hora de establecer 
las condiciones y compartir los beneficios de todas las empresas de desarrollo, incluidas las asociaciones entre 
el sector público y el privado. Los Estados deben asegurar que la sociedad civil intervenga y mida el éxito de las 
asociaciones entre el sector público y el privado, evaluándolas sobre la base de los servicios que se prestan al 
público y garantizando la conformidad con las normas y obligaciones existentes. 

Los Estados deben garantizar los pisos de protección social y bienestar, incluso en tiempos de crisis económica 
y financiera, de conformidad con la Recomendación sobre los pisos de protección social, 2012 (n.º 202), de la 
Organización Internacional del Trabajo.20

Antes de tomar decisiones para reducir el gasto público, los gobiernos deberían evaluar los efectos que 
tendría en los derechos humanos. Los Estados deben evitar aquellas medidas de austeridad y opciones de 
gasto público que puedan revertir los progresos en materia de protección social universal y la prestación de 
bienes y servicios públicos. Los Estados deben adoptar esas medidas solo cuando se hayan agotado todas las 
demás opciones de recursos. 

Por ejemplo: 
En un país del sudeste asiático se creó una Corporación para el Desarrollo de la Mujer para ayudar al 
gobierno local a implementar presupuestos que tengan en cuenta las cuestiones de género. En primer 
lugar, el consejo municipal asigna una cierta cantidad de dinero a una comunidad particular de bajos 
ingresos. Después, la Corporación para el Desarrollo de la Mujer se dirige a la comunidad y lleva a cabo 
una serie de sesiones de discusión para identificar las prioridades locales. A continuación, la comunidad 
vota, y el presupuesto se asigna en función de lo que los residentes hayan determinado de acuerdo con 
sus necesidades y prioridades reales.18

Por ejemplo:
En los años noventa, las instituciones financieras internacionales presionaron a un país del sudeste 
asiático para que privatizara los servicios de abastecimiento de agua, lo que dio lugar a que los 
residentes llegaran a pagar los precios más altos de la región, a pesar de que recibían agua contaminada. 
Como respuesta, una coalición de activistas, sindicatos y residentes presentó una demanda colectiva 
para anular el acuerdo gubernamental con empresas de agua extranjeras. El grupo alegó que las 
empresas no garantizaban el derecho al agua limpia, y que el agua contaminada causaba a los 
residentes problemas de salud como enfermedades de la piel. En 2017, el Tribunal Supremo del país 
se pronunció a favor de los ciudadanos al considerar que el acuerdo de privatización «había tenido un 
impacto real y extraordinario en la sociedad».19
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Los Estados deberían dar prioridad a los recursos 
internos para el desarrollo en lugar de recurrir a la 
deuda internacional. 

Los gobiernos deberían movilizar los recursos 
nacionales para el desarrollo reteniendo los recursos 
del Estado, incluida la tierra; fortaleciendo la 
capacidad de recaudación de impuestos; aplicando 
políticas tributarias más justas, transparentes 
y progresivas22; combatiendo la corrupción; 
pidiendo al sector privado que pague la parte que 
le corresponde; y poniendo fin a las corrientes 
financieras ilícitas que desvían los recursos fuera de 
los países. 

Las exenciones fiscales y los subsidios públicos 
para las empresas deben evaluarse en función de 
si están logrando los objetivos de crear empleo y 
proporcionar salarios dignos y buenas condiciones 
de trabajo a la población. 

Las autoridades tributarias deberían publicar 
los tipos impositivos y los ingresos generados 
por los principales agentes económicos a fin 
de mejorar la rendición de cuentas en el sector 
privado. Las autoridades fiscales deberían tener la 
obligación legal de controlar la tributación de los 
principales operadores económicos y de publicar 
información pertinente y accesible. Los Estados 
deberían proporcionar un acceso transparente 
a la información sobre la financiación pública, 

la recaudación de impuestos y los procesos de 
supervisión. 

Los Estados deberían diversificar las fuentes de 
ingresos para asegurar la sostenibilidad, lo que 
evitaría las consecuencias negativas de las crisis 
económicas y desalentaría la corrupción. La 
extracción de recursos naturales no debería ser el 
único motor del desarrollo.

Los Estados deben elaborar políticas de desarrollo 
intencional con las que se comprometan a lo largo 
del tiempo. Estas políticas deberían incluir: 

•	 una estrategia específica sobre los sectores en 
los que el Estado invertiría y la secuencia de esa 
inversión; 

•	 un compromiso político consciente con la 
inclusión social y económica, ya sea a través de 
programas de bienestar social o de inversiones en 
servicios públicos como la vivienda, la educación, 
la protección social y la atención de la salud; y 

•	 un espacio político abierto en el que se puedan 
evaluar y revisar las políticas según sea necesario. 

Los Estados deben impulsar la innovación 
social y nuevos proyectos que tengan por objeto 
satisfacer las necesidades sociales. Los gobiernos 
deben apoyar, y no obstaculizar, las actividades 
económicas que promuevan el bienestar social y la 
solidaridad. 

Los Estados no deberían emprender medidas 
amplias de liberalización económica sin evaluar 
primero los efectos de las políticas que se adopten 
en materia de derechos humanos. Esas medidas 
pueden acentuar las desigualdades sociales y 
socavar la capacidad normativa de los Estados, en 
particular en lo que respecta a los derechos sociales, 
culturales y económicos. 

Definición:
Evaluación de las repercusiones en los 
derechos humanos: un instrumento 
para medir los efectos que tendrá 
una política, una legislación, un 
programa o un proyecto sobre los 
derechos humanos. 21
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Los países en desarrollo deberían estar mejor 
integrados en el sistema de comercio mundial. Los 
Estados deberían fomentar un mayor comercio 
intrarregional y asegurarse al mismo tiempo de que 
se evalúen los acuerdos comerciales regionales 
en función de sus repercusiones en los derechos 
humanos y el medioambiente. 

Los Estados deben aumentar su cooperación 
internacional en materia de impuestos: 

•	 intercambiando información sobre el pago de 
impuestos; 

•	 dando a conocer las tasas impositivas y los 
ingresos de los principales agentes económicos; 

•	 asegurándose de que los intermediarios 
financieros no acepten activos ilícitos;24

•	 desarrollando una arquitectura tributaria 
mundial y regional para contrarrestar la tendencia 

Los gobiernos y las organizaciones internacionales 
no deberían centrarse en la financiación del 
desarro l lo  únicamente como medio para 
generar beneficios económicos. El debate sobre 
la financiación del desarrollo debería volver a 
centrarse en las obligaciones de los Estados de 
fomentar el desarrollo utilizando el máximo de los 
recursos disponibles, y su obligación de solicitar 
y/o proporcionar la cooperación internacional 
correspondiente. 

Los Estados deberían abandonar la relación 
donante-receptor y pasar a una alianza verdadera 
con los países en desarrollo, como se prevé en 
la Declaración sobre el derecho al desarrollo y 
en el Objetivo 17 de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible: «Alianzas para lograr los objetivos». 
Los Estados deberían basar su financiación en el 
desarrollo en las prioridades de los receptores, y 
deberían asegurarse de que se hayan establecido 
estas prioridades tras llevar a cabo procesos de 
participación significativa. Los Estados deben 
garantizar además que los Estados beneficiarios 
asuman la responsabilidad de los proyectos 
de desarrollo que se lleven a cabo con esta 
financiación.

Los gobiernos y las organizaciones internacionales 
que financian programas de desarrollo no deben 
imponer condiciones a los gobiernos beneficiarios, 
ya que podría tener efectos adversos no deseados 
en la población. Esto es particularmente cierto 
cuando las condiciones debilitan las políticas 
de desarrollo humano. En cambio, al tratar de 
llevar a cabo programas de desarrollo en países 
cuyos gobiernos no respetan los derechos, los 
financiadores deben buscar el apoyo de otras 
alianzas (por ejemplo, la sociedad civil). 

Como uno de los principales contribuyentes a la 
cooperación para el desarrollo, la Unión Europea 
debería seguir promoviendo el establecimiento 
de niveles mínimos de protección social, que han 
demostrado tener efectos positivos. 
Tanto los Estados como los interesados de la comu‑
nidad deberían tener acceso directo al Fondo Verde 
del Clima. Concretamente: 

•	 Los Estados deberían revisar las normas 
que regulan el acceso al Fondo para que 
sean más inclusivas y garanticen proyectos 
verdaderamente orientados a la reducción de 
las emisiones y la promoción de soluciones de 
energía limpia. 

•	 Los Estados que han contribuido de manera 
desproporcionada al cambio climático deberían 
cumplir sus correspondientes compromisos 
financieros, de conformidad con el Principio 16 
de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo.

El Fondo Verde del Clima fue creado por la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático en 2010, y es el mayor fondo del mundo dedicado a ayudar 
a los países en desarrollo a reducir sus emisiones de gases de efecto invernadero y a 
aumentar su capacidad de respuesta al cambio climático.23

Recomendaciones en el plano 
regional e internacional sobre 
la financiación del desarrollo
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Para más información sobre una estrategia de 
cooperación Sur‑-Sur basada en los derechos 
humanos, consulte el informe del Relator Especial 
sobre el derecho al desarrollo relativo a la 
cooperación Sur-Sur, el desarrollo sostenible y el 
derecho al desarrollo.25

Los titulares de mandatos de los procedimientos 
especiales y otros expertos internacionales 
en derechos humanos deberían colaborar con 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Comercio y Desarrollo en lo que respecta a las 
condiciones macroeconómicas que impiden el 
ejercicio del derecho al desarrollo. 

Las comisiones económicas regionales deberían 
medir la productividad de los activos con el fin de 
asesorar a los Estados para que puedan asegurarse 
de que los acuerdos bilaterales atraigan verdaderas 
inversiones. 

El sector privado debe promover el derecho al 
desarrollo reorientando el capital hacia planes de 
redistribución.  

Recomendaciones sobre la 
financiación del desarrollo para 

las entidades de las Naciones 
Unidas y los actores ‑no estatales

a la baja impulsada por las políticas fiscales que 
favorecen cada vez más al capital a expensas del 
bienestar de las personas.

Los Estados deben cooperar para movilizar 
recursos adicionales a fin de proporcionar los 
medios y servicios para fomentar el desarrollo 
integral a través de:

•	 el intercambio de conocimientos;

•	 la cooperación técnica;

•	 el desarrollo de capacidades;

•	 la transferencia de tecnología;

•	 el desarme colectivo;

•	 el fin a la imposición de medidas coercitivas 
unilaterales.

Los Estados deberían fomentar un mecanismo 
multi lateral de supervisión financiera y un 
mecanismo internacional  de solución de 
controversias en materia de deuda. 

Los Estados deberían intercambiar buenas 
prácticas mediante la cooperación Sur-Sur, la 
cooperación triangular y la cooperación Norte-
Sur. Los Estados también deberían informar 
a sus poblaciones sobre el resultado de esos 
intercambios. Dada la diversidad de los países 
del Sur y las relaciones desiguales entre ellos, 
es necesario que la cooperación adopte una 
perspectiva basada en los derechos. Los Estados 
también deberían promover la cooperación con los 
actores ‑no estatales.
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La Declaración sobre el derecho al desarrollo establece que el desarrollo 
debe realizarse de manera que puedan realizarse plenamente todos 
los derechos humanos y las libertades fundamentales (art. 1[1]). La 
Declaración también reconoce que la persona humana es el sujeto 
central del desarrollo. En otras palabras, los avances en materia de 
desarrollo que no benefician a la persona humana no llegan a satisfacer 
el derecho al desarrollo. 

En las presentes directrices se identifican diferentes métodos para 
evaluar los efectos de los programas de desarrollo en los seres 
humanos, como la supervisión comunitaria, las evaluaciones de los 
efectos en los derechos humanos, las instituciones nacionales y 
el crowdsourcing. Incluir a las partes afectadas en el proceso de 
supervisión y evaluación refuerza la legitimidad y garantiza que los 
programas se lleven a cabo de conformidad con las prioridades de los 
titulares de los derechos. 

Seguimiento y 
evaluación

Directrices sobre 
el seguimiento y 

la evaluación

Por ejemplo:
En un país de América Latina, el 
establecimiento de un foro de la 
sociedad civil que trabajaba junto 
con un banco de desarrollo dio 
lugar a una mayor transparencia 
mientras e l  foro estaba en 
funcionamiento. En particular, se 
mejoró el acceso a la información 
sobre los proyectos del banco.

5

En las directrices se reconoce además la necesidad de ampliar 
los métodos tradicionales de evaluación de las políticas. Para 
ello es necesario dejar de depender principalmente de resultados 
cuantitativos como el número de empleos creados o el producto 
interno bruto. En cambio, deberían incluirse resultados cualitativos. 

19



En las directrices también se reconocen los 
factores que impiden evaluar con precisión 
los programas de desarrollo, y se proponen 
soluciones para superar esas dificultades. En 
consecuencia, mediante las recomendaciones 
que figuran a continuación se abordan las formas 
de asegurar que los programas de desarrollo se 
basen en los derechos humanos y se centren en 
las personas, tanto en su aplicación como en sus 
resultados. 

Por ejemplo: 
En un país de Europa occidental, los legisladores 
deben demostrar que han evaluado el impacto 
de una política en la igualdad en el país antes de 
instituirla. Las conclusiones de la evaluación deben 
publicarse y están sujetas a examen público de 
conformidad con la legislación nacional de ese 
Estado.

Recomendaciones en 
el plano nacional sobre 

la supervisión y la 
rendición de cuentas

Los Estados y las organizaciones internacionales deberían medir 
el desarrollo teniendo en cuenta no solo el producto interno bruto, 
sino también los efectos de las políticas en los derechos humanos, 
el bienestar y el medioambiente. Deberían elaborarse mediciones 
más diversas y precisas de la desigualdad, en lugar de basarse en 
indicadores de desigualdad de los ingresos. 

Los Estados deberían elaborar metodologías y parámetros para 
medir el desarrollo de manera participativa, con la intervención 
de organizaciones de la sociedad civil, el mundo académico, los 
profesionales del desarrollo, los trabajadores sociales y los dirigentes 
comunitarios. Cuando proceda, deberían tenerse en cuenta los 
conocimientos tradicionales e indígenas.

Por ejemplo:
E n  Á f r i c a  O c c i d e n t a l ,  u n a 
organización no gubernamental ha 
hecho participar a los interesados 
en la supervisión y evaluación de los 
proyectos de desarrollo organizando 
plataformas de aprendizaje y 
convocando a  c iudadanos y 
funcionarios públ icos en los 
ayuntamientos. La ONG señaló la 
importancia del uso de los idiomas 
locales en esos métodos, pero 
observó el problema de la falta de 
participación cuando no se ofrecía 
transporte a los ayuntamientos, 
así como la falta de mujeres 
participantes.26  

Al evaluar el progreso hacia el logro del Objetivo de Desarrollo 
Sostenible n.º 1, Fin de la pobreza, así como sus metas, los Estados 
deberían examinar los elementos polifacéticos de la pobreza. 

Los gobiernos deben evaluar desde el principio los efectos que tiene 
sobre los derechos humanos una política o un proyecto de desarrollo 
para que sirva de base a la hora de diseñarlo o programarlo. En 
estas evaluaciones, es necesario tener en cuenta las inquietudes 
de las comunidades afectadas, y deben repetirse periódicamente 
para hacer un seguimiento de los cambios y evaluar los avances. 
Concretamente: 

•	 Los Estados solo deben permitir que los proyectos de desarrollo 
sigan adelante si los organizadores demuestran que se han 
tenido en cuenta los resultados de una evaluación en cuanto a 
las repercusiones que tendrían los proyectos en los derechos 
humanos.

•	 En lugar de centrarse únicamente en el impacto de un proyecto 
o política en un subconjunto limitado de derechos individuales, 
los gobiernos deberían evaluar específicamente el derecho al 
desarrollo en sus evaluaciones de impacto a fin de comprender 
las repercusiones más amplias que tendría un proyecto o una 
política. Por ejemplo, los gobiernos deberían tener en cuenta: los 
efectos en las personas, los grupos, las naciones y los pueblos; 
las repercusiones de las dimensiones internacionales de la 
igualdad, la distribución equitativa de los beneficios y el impacto 
en el medioambiente; y los procesos de participación, inclusión, no 
discriminación, indivisibilidad de los derechos humanos e igualdad 
de oportunidades. 

Definición:
Pobreza multidimensional: 
se ref iere a las diversas 
necesidades y los desafíos 
que los pobres experimentan 
en su vida cotidiana, como 
la mala salud, la falta de 
educación, los niveles de vida 
inadecuados, la falta de poder, 
la mala calidad del trabajo, 
la amenaza de violencia y 
el hecho de vivir en zonas 
que son peligrosas para el 
medioambiente, entre otros. 27 20



Por ejemplo:
Como respuesta a la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible, una 
unión regional europea adoptó 
un «Consenso Europeo sobre 
Desarrollo» por el que se establece 
un criterio de cooperación para el 
desarrollo basado en los derechos 
como principal metodología 
de trabajo  para encaminar las 
medidas de desarrollo de la 
región. El Consenso promueve 
la inclusión y la participación, la 
no discriminación, la igualdad y 
la equidad, la transparencia y la 
rendición de cuentas.28

Los gobiernos deberían evaluar los efectos sobre los derechos 
humanos que se producirían al planificar y aplicar medidas de 
austeridad.29 Se debería seguir perfeccionando la práctica de 
las evaluaciones de las repercusiones en los derechos humanos, 
incluso en ámbitos como el comercio y las finanzas.

Por ejemplo:
En respuesta al inicio de las 
negociaciones de la Unión Africana 
para la creación de una Zona 
Continental de Libre Comercio 
(ZLC)  en 2015,  la  Comisión 
Económica para África, la Oficina 
en Ginebra de la  Fundación 
Friedrich Ebert y el ACNUDH 
encargaron una evaluación de 
los efectos de la ZLC en los 
derechos humanos para evaluar 
sus repercusiones previstas en 
los derechos humanos. El informe 
se publicó en 2017 y se presentó 
a todas las partes durante las 
negociaciones.30

Los Estados deberían fomentar la investigación y el desarrollo de los 
procesos de evaluación. En los cursos de capacitación en materia de 
evaluación deberían incluirse los principios de derechos humanos. 

Los Estados deben desarrollar la capacidad de las comunidades y 
otros agentes y ayudarles a establecer mecanismos de supervisión 
y evaluación. Esto permitirá a las comunidades realizar evaluaciones 
de los programas de desarrollo y elaborar informes pertinentes e 
independientes. 

Los gobiernos y las organizaciones internacionales deberían velar 
por que las evaluaciones se realicen con la participación de todos 
los interesados. Las evaluaciones deben realizarse antes, durante y 
después de llevar a cabo los programas de desarrollo. Los Estados 
deben asegurarse de hacer un seguimiento del derecho al desarrollo 
en todos los sectores de la administración pública, incluidos los 
órganos de gobierno subnacionales. 

Los consejos nacionales de desarrollo social y económico (o 
instituciones equivalentes) deben crear foros con la participación 
de diversos interesados para que se pueda elaborar un programa 
nacional de desarrollo que sea justo y equitativo. Se podría asignar 
a esas instituciones un observatorio nacional de la igualdad para 
supervisar el proceso. Además, deben establecerse consejos 
provinciales para llevar a cabo una labor similar en el plano local. 

Los Estados deberían capacitar a las autoridades de todos los 
ámbitos para realizar y responder a las evaluaciones. Los Estados 
deben hacer saber a los funcionarios públicos que se llevarán a cabo 
evaluaciones de las políticas y los programas de desarrollo, tales 
como las políticas sectoriales. 

Los Estados deberían reunir datos desglosados. El desglose de los 
datos debe realizarse siguiendo un criterio basado en los derechos 
humanos‑. 31 El objetivo de ese criterio es evaluar no solo los 

•	 Los Estados deberían divulgar de manera transparente los 
resultados de las evaluaciones de las repercusiones en los 
derechos humanos al público.

•	 Las comunidades a las que se consulta como parte de un 
proceso de evaluación de las repercusiones en los derechos 
humanos deberían participar en la ejecución del proyecto 
evaluado.

•	 Se debería capacitar a los funcionarios gubernamentales para 
que realicen evaluaciones de las repercusiones en los derechos 
humanos y apliquen un enfoque basado en el derecho al 
desarrollo.

•	 Los gobiernos que han aplicado con éxito las evaluaciones de 
las repercusiones en los derechos humanos deberían compartir 
esos conocimientos con otros gobiernos para que puedan 
aprender de la práctica anterior. 
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Por ejemplo: 
Cuando se amenazó con el 
desalojo a ciertos barrios de un 
país del África central, una ONG 
ayudó a los residentes a reunir 
datos que pudieran utilizar en 
su defensa. Crearon mapas 
participativos que mostraban las 
condiciones socioeconómicas 
de la población local, lo que 
ayudó a demostrar el daño 
social que se produciría con 
los desalojos. Los residentes 
presentaron los mapas a las 
autoridades, y el Gobierno creó 
una comisión de mediación 
para abordar las inquietudes 
que suscitaba el hecho de que 
los desalojos supusieran una 
apropiación de tierras para 
empresas extranjeras.32

resultados de las políticas, sino también las estructuras y procesos 
que conducen a esos resultados. Concretamente: 

•	 En el proceso de recopilación de datos debería participar activamente 
la comunidad sobre la que se está reuniendo la información. 

•	 Los encuestados deben poder elegir por sí mismos cómo se 
identifican en términos de etnia, orientación sexual, identidad de 
género y condición de discapacidad. 

•	 Se debe mantener la privacidad de los datos y equilibrarla con 
la necesidad de transparencia. 

•	 Los datos deben desglosarse de manera que se pueda evaluar la 
forma en que las políticas y los programas afectan a las personas 
y los grupos que han sido objeto de discriminación. 

Las oficinas nacionales de estadística y las instituciones nacionales 
de derechos humanos deberían colaborar para que sea más fácil 
poner en práctica el criterio basado en los derechos humanos en 
relación con los datos.

Los Estados deberían reforzar su cooperación internacional para 
realizar aquellas actividades de desarrollo de capacidad que tengan 
como objetivo mejorar el proceso de recopilación de datos en los 
países desarrollados y en desarrollo. 

Se debería mejorar la capacidad de la sociedad civil para reunir datos 
desglosados y se deberían desarrollar planteamientos innovadores 
para subsanar las carencias en la recopilación de datos. A ese 
respecto, la sociedad civil debería colaborar estrechamente con los 
institutos nacionales de estadística.

Los Estados deben garantizar la existencia de un espacio cívico 
propicio para la recopilación de datos fiables, especialmente para 
evaluar las verdaderas percepciones de las comunidades.

Los Estados deben garantizar que las mujeres estén representadas 
por igual a la hora de tomar decisiones relacionadas con la supervisión 
y la evaluación, tanto en el ámbito nacional como en el local. En los 
procesos de evaluación debería aplicarse sistemáticamente un 
sistema que tenga en cuenta las cuestiones de género. 

Por ejemplo: 
U n a  r e d  p a n a f r i c a n a 
d e  o r g a n i z a c i o n e s  n o 
gubernamentales invita a las 
mujeres y las niñas a abogar por 
un mayor respeto de los derechos 
de la mujer en las actividades de 
desarrollo. Con ese fin, la red hace 
hincapié en la igualdad entre los 
géneros y supervisa la ratificación 
e incorporación al derecho interno 
del Protocolo de la Carta Africana 
sobre los Derechos de la Mujer en 
África (el Protocolo de Maputo).33

Los Estados deberían permitir que los destinatarios de los 
programas sociales, incluidos los pobres, realicen auditorías 
sociales de los departamentos y ministerios del sector público 
responsables de la ejecución de esos programas.

Las políticas de seguimiento y evaluación de los Estados deben 
tener en cuenta los grupos que han sido discriminados o excluidos 
a lo largo de la historia, entre ellos las mujeres, las minorías étnicas 
y religiosas o las mayorías reprimidas, los pueblos indígenas, 
las personas con discapacidad, los desplazados internos, los 
refugiados y los solicitantes de asilo, las comunidades rurales 
profundas, las comunidades forestales, las comunidades nómadas, 
los jóvenes, las personas que pueden quedar en paradero 
desconocido, incluidos los pueblos apátridas, las personas 
privadas de libertad y otros. Los gobiernos deberían realizar un 
mapa al respecto recopilando datos desglosados de las personas 
excluidas por motivos de discriminación prohibidos y tener en 
cuenta al mismo tiempo las cuestiones de interseccionalidad. 

22



Los titulares de mandatos de los procedimientos 
especiales y otros expertos internacionales en 
derechos humanos deberían colaborar con los bancos 
de desarrollo emergentes a fin de proporcionarles 
orientación y asesoramiento sobre la forma en que 
pueden realizar las actividades con un criterio basado 
en los derechos humanos, en particular en la medida 
en que esas instituciones financieras tratan de ofrecer 
una alternativa al modelo de Bretton Woods de 
financiación del desarrollo.

Por ejemplo: 
Un Gobierno del África del Norte ha puesto en marcha un sistema de seguimiento de la geolocalización que 
se utiliza junto con las encuestas de hogares para evaluar dónde se necesitan los servicios sobre la base 
de indicadores de desarrollo como los niveles de salud y educación. De esta manera, el Gobierno también 
evalúa la eficacia de los programas actuales. Por ejemplo, el Gobierno puede superponer datos de población 
en mapas que muestren dónde están las escuelas. Comparando con los mapas que muestran las tasas de 
alfabetización de la población, el Gobierno puede analizar dónde se necesitan más recursos educativos.34

Los Estados deberían adoptar criterios mixtos para recopilar datos a fin de aprovechar los recursos existentes. 
Por ejemplo, se podrían utilizar medios de comunicación masivos e instrumentos de comunicación como 
recursos para recopilar datos, así como crear redes de líderes de opinión. Por ejemplo, los dirigentes 
tradicionales y religiosos, incluidas las mujeres dirigentes, podrían reunir información asegurando al mismo 
tiempo la inclusión y la participación activa de los grupos desfavorecidos. 

Los Estados deben utilizar la capacidad local para realizar evaluaciones y deben promover los conocimientos 
especializados que han desarrollado las redes de la sociedad civil que se especializan en la evaluación. 

Los Estados deberían intercambiar buenas prácticas 
sobre la evaluación de las políticas y programas de 
desarrollo. Deberían fomentar la cooperación Sur-
Sur en materia de evaluación, incluso informando 
sobre las buenas prácticas en los informes periódicos 
y creando un repositorio en línea de prácticas 
prometedoras. 

Los Estados deberían realizar evaluaciones 
exhaustivas e independientes de los efectos 
ambientales, sociales y de derechos humanos de las 
políticas y proyectos transfronterizos a fin de hacer 
frente a los efectos negativos que esos proyectos 
podrían tener en diversos países. Esas evaluaciones 
deben incluirse en el diseño de las políticas o 

proyectos, y se deben presupuestar sus gastos de 
antemano. Las evaluaciones deben estar dirigidas por 
las comunidades interesadas o contar con su plena 
y efectiva participación o aprobación. Además, se 
deberían publicar los resultados de las evaluaciones. 

Con la asistencia técnica de las organizaciones 
internacionales, los Estados deberían realizar 
evaluaciones sistemáticas de los efectos de los 
acuerdos comerciales en los derechos humanos 
para evitar causar daños al medioambiente y a los 
derechos humanos. 

Las medidas de protección ambiental y social 
se deben hacer cumplir. Los Estados deberían 
desempeñar un papel en el establecimiento de esas 
medidas de protección, la reunión de la información 
necesaria y la determinación de si las empresas 
privadas y los bancos de inversión las cumplen. 
Dado que la mayoría de las instituciones financieras 
internacionales son instituciones públicas, los Estados 
deberían exigirles que rindan cuentas con arreglo a las 
normas jurídicas regionales e internacionales.

Recomendaciones en el plano 
regional e internacional sobre 
el seguimiento y la rendición 

de cuentas

Recomendaciones sobre el 
seguimiento y la rendición de 
cuentas para los mecanismos 

de las Naciones Unidas y los 
actores no estatales
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Por ejemplo:
Una ONG estableció un «Sistema de Alerta Temprana» para proporcionar a las comunidades y 
organizaciones locales información verificada sobre los proyectos de desarrollo en gran escala 
propuestos que probablemente causen daños a los derechos humanos y al medioambiente. La ONG 
ayuda a las comunidades afectadas a realizar investigaciones dirigidas por la comunidad que se basan 
en los conocimientos, las costumbres y las tradiciones locales para producir su propia información 
con el fin de promover el cambio o la detención de los proyectos. Como resultado del Sistema de 
Alerta Temprana, la ONG ayudó a las comunidades a ejercer presión sobre las instituciones financieras 
internacionales para que retiraran el apoyo a un proyecto de agua en gran escala en un país del África 
oriental debido al reasentamiento y a preocupaciones ambientales.36

Los bancos de desarrollo deben respetar las medidas de 
protección ambiental y social. No deben intentar evitarlos 
financiando proyectos a través de terceros. Concretamente: 

•	 Los bancos de desarrollo deberían hacer que sus 
políticas de protección ambiental y social sean más 
accesibles para la gente común y deberían adoptar 
políticas explícitas de derechos humanos; 

•	 Los mecanismos de seguimiento de los bancos 
de desarrollo deberían ser más participativos y 
asegurar el contacto directo con las comunidades 
y zonas afectadas. Los bancos deben ir más allá 
de la mediación e incluir la posibilidad de vetar 
los proyectos que no estén avalados por las 
comunidades afectadas.

Tras celebrar consultas adecuadas con las entidades 
pertinentes de la sociedad civil, las instituciones 
financieras internacionales y los organismos de 
desarrollo de reciente creación deberían formular 
y aplicar políticas de protección que estén en 
consonancia con las normas internacionales de 
derechos humanos. 

Las instituciones financieras y los bancos 
internacionales deberían realizar evaluaciones 
sistemáticas de los efectos en los derechos humanos, 
así como supervisar y evaluar sus políticas. En 
particular, se deberían realizar evaluaciones de las 
repercusiones en los derechos humanos de las medidas 
de austeridad; los ajustes estructurales; los acuerdos 
sobre valores, comercio e inversiones. Concretamente: 

•	 Las instituciones financieras internacionales 
deberían apoyar y aplicar los principios rectores 
sobre las evaluaciones de las repercusiones 
de las reformas económicas en los derechos 
humanos que elaboró el Experto independiente 
sobre las consecuencias de la deuda externa y las 
obligaciones financieras internacionales conexas 

de los Estados para el pleno goce de los derechos 
humanos, en particular los derechos económicos, 
sociales y culturales.35 

•	 Los bancos de desarrollo deberían difundir más 
información sobre las repercusiones a largo plazo 
de sus proyectos, incluidas las repercusiones en los 
países en que operan. 

La sociedad civil y las poblaciones afectadas deberían 
utilizar los mecanismos de seguimiento existentes de 
los bancos de desarrollo, como la CAO (Compliance 
Advisor Ombudsman) de la Corporación Financiera 
Internacional y el Organismo Multilateral de Garantía 
de Inversiones (miembros del Grupo del Banco 
Mundial) y el Mecanismo Independiente de Consulta e 
Investigación del Banco Interamericano de Desarrollo. 
Los bancos deberían reformar estos mecanismos 
cuando resulten ineficaces. 

Las propias comunidades deben complementar los 
esfuerzos de recopilación de datos del Estado, con 
la participación de las organizaciones de la sociedad 
civil y los órganos académicos. La sociedad civil 
debería buscar recursos adicionales para la reunión 
de datos desglosados que se sumen a la información 
procedente de fuentes oficiales del Estado, en 
particular en entornos políticamente delicados o sobre 
cuestiones políticamente delicadas.

Los interesados, incluidas las organizaciones de la 
sociedad civil y otros agentes no estatales, deberían 
recibir capacitación para llevar a cabo evaluaciones de 
los derechos humanos y aplicar una perspectiva de 
derecho al desarrollo.

Las redes regionales de la sociedad civil deberían 
influir en las políticas de desarrollo de los bancos 
de desarrollo recientemente establecidos en sus 
respectivas regiones. 
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Solo es posible hacer efectivo el derecho al desarrollo si se dispone de 
mecanismos adecuados de rendición de cuentas y de recursos en caso 
de que se produzcan violaciones. Existen varias vías posibles para pedir 
cuentas, ya que los individuos y los colectivos se consideran titulares de 
derechos, y los Estados se consideran titulares de deberes. 

Muchas de estas vías de rendición de cuentas se establecen en las 
presentes directrices. Entre ellos figuran los tribunales nacionales, los 
procedimientos administrativos, los mecanismos de denuncia y las 
instituciones nacionales de derechos humanos. En las directrices también 
se identifican los órganos internacionales que podrían complementar 
los mecanismos nacionales de rendición de cuentas. Por ejemplo, en 
la declaración de 2011 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales sobre la importancia y la pertinencia del derecho al desarrollo, 
el Comité se comprometió a vigilar la aplicación de todos los derechos 
protegidos por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales que contribuyen al ejercicio del derecho al desarrollo.37

En las presentes directrices se hace hincapié en que los mecanismos 
disponibles deben ser fiables, rápidos y garantizar los mecanismos de 
reparación. Además, se hacen propuestas para superar los obstáculos 
prácticos a los que se enfrentan las personas y las comunidades al tratar 
de impartir justicia, como la falta de capacidad jurídica para interponer 
demandas, la falta de jurisdicción en los casos relacionados con el derecho 
al desarrollo y la inaccesibilidad de los mecanismos de rendición de 
cuentas debido a su coste o a su lejanía. 

Fomento de la rendición 
de cuentas y el acceso 
a mecanismos de 
reparación

Directrices sobre 
la rendición de 

cuentas y el acceso 
a los mecanismos 

de reparación

6
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Los Estados deberían adoptar una legislación que:

•	 permita ejercer ante la justicia los derechos 
económicos, sociales y culturales y el derecho al 
desarrollo; 

•	 ofrezca vías adicionales para reclamar los 
derechos económicos, sociales y culturales, 
incluidos mecanismos cuasijudiciales; 

•	 permita litigios de interés público. Esos litigios 
deberían garantizar el cumplimiento no solo de 
las leyes nacionales, sino también de las normas 
internacionales relacionadas con el derecho al 
desarrollo. 

Los Estados deberían utilizar las observaciones y 
recomendaciones de los mecanismos de derechos 
humanos para mejorar la protección del derecho al 
desarrollo y de los derechos económicos, sociales y 
culturales mediante la jurisprudencia en los planos 
local y nacional. 

Los Estados deben hacer que los mecanismos 
de rendición de cuentas sean más visibles y 
accesibles, incluso para las personas que hablan 
idiomas minoritarios y para las personas con 
discapacidades. Debería reforzarse la posición 
jurídica de las víctimas.

Los Estados deben reforzar los recursos judiciales 
internos para ofrecer un amparo transparente y 
oportuno. Más concretamente, los Estados deben: 

•	 poner a disposición del público los resultados 
de los casos y publicar estadísticas sobre las 
sentencias dictaminadas;

•	 exigir que se resuelvan los casos de los 
culpables de violaciones de los derechos humanos 
relacionadas con el derecho al desarrollo, es decir, 
los infractores deben estar sujetos a plazos de 
indemnización; 

•	 proporcionar no solo recursos judiciales, sino 
también administrativos como, por ejemplo, 
facilitar el acceso a los servicios públicos en 
relación con el derecho al desarrollo; 

•	 garantizar el acceso a la justicia, las medidas de 
reparación y los recursos efectivos para las personas 
cuyos derechos se hayan violado como resultado de 
la explotación de los recursos naturales. 

Los Estados deberían derogar la legislación que impide 
a las personas que han sido privadas de capacidad 
jurídica impugnar esa condición y, por consiguiente, 
tener capacidad para presentar demandas. 

Los Estados deben aprobar y aplicar leyes amplias 
sobre la igualdad, incluidos mecanismos que 
ofrezcan recursos eficaces contra la discriminación. 

De conformidad con el Objetivo 10.3 de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible, los Estados deberían 
adoptar una legislación antidiscriminatoria que 
ofrezca una vía para llevar los casos ante los 
tribunales nacionales. La legislación debe definir 
de forma exhaustiva y precisa la discriminación y 
los motivos de discriminación, que deben incluir 
todos los motivos prohibidos por las normas 
internacionales de derechos humanos. La legislación 
debería aplicarse de manera efectiva.

Los Estados deben eliminar los obstáculos 
económicos y de otro tipo que impiden el acceso a 
la justicia, especialmente en los casos de violaciones 
de los derechos económicos, sociales y culturales. 
Los Estados deberían proporcionar asistencia 
jurídica gratuita a los pueblos indígenas y a otras 
personas y comunidades, no solo para las causas 
penales, sino también para los casos de violación de 
los derechos económicos, sociales y culturales. 

Recomendaciones en  
el plano nacional sobre la 

rendición de cuentas

Por ejemplo: 
En 2018, 24 países aprobaron el Acuerdo 
de Escazú, conocido también como el 
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la participación del público y 
la justicia en materia de medioambiente. 
El Acuerdo ha sido aclamado como el 
primer tratado jurídicamente vinculante 
de la región sobre derechos ambientales, 
y exige a los gobiernos que tomen 
medidas para prevenir, investigar y 
castigar las amenazas y los ataques 
contra los defensores de los derechos 
humanos en materia de medioambiente.

El Acuerdo exige a los gobiernos 
que garanticen que las poblaciones 
vulnerables, como los pueblos indígenas 
y las comunidades pobres, puedan 
ejercer plenamente sus derechos a la 
información, la participación y la justicia. 
Con arreglo al Acuerdo, los gobiernos 
deben proporcionar asistencia jurídica 
gratuita y crear canales de comunicación 
más accesibles entre las comunidades 
afectadas y los funcionarios políticos.
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Los gobiernos deben garantizar las oportunidades 
de participación pública en proyectos que tengan 
un impacto significativo en el medioambiente. La 
población debe participar desde el principio en el 
proceso de toma de decisiones y, una vez adoptada 
una decisión, los ciudadanos deben saber cómo su 
aportación ha influido en el resultado final.38

Los Estados deberían establecer mecanismos 
eficaces para garantizar que los proyectos de 
desarrollo se lleven a cabo de conformidad con 
las normas internacionales de transparencia y en 
consonancia con la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo 39

Las comisiones parlamentarias encargadas 
de abordar las cuestiones relacionadas con el 
derecho al desarrollo deben controlar cuándo se 
ha violado ese derecho. Los Estados deben realizar 
investigaciones y celebrar audiencias públicas 
como medios adicionales de rendición de cuentas.

Los Estados deberían establecer y fortalecer los 
mecanismos institucionales de reclamación que 
permitan a las comunidades y a las personas 
expresar sus inquietudes acerca de los procesos de 
desarrollo, incluidos los procesos en que participa 
el sector público. De esta manera se abordarían las 
dificultades que enfrentan las comunidades con 
respecto al acceso a la justicia a través del poder 
judicial debido a la condición protegida de las 

empresas. Estos mecanismos también abordarían 
el hecho de que algunas protestas surgen de la 
falta de mecanismos de reclamación efectivos. 

Los Estados que acojan o en los que se constituyan 
empresas transnacionales y otras empresas 
comerciales (o bien sus empresas matrices o 
controladoras) deberían adoptar medidas para 
garantizar que las autoridades independientes 
proporcionen recursos rápidos, accesibles y 
eficaces para hacer frente a las violaciones 
de los derechos humanos que cometan esas 
empresas. Entre esas medidas figuran los procesos 
administrativos, legislativos, de investigación 
y judiciales necesarios para garantizar unos 
mecanismos de reparación justos. 

Los gobiernos deberían regular las acciones del 
sector privado de conformidad con los Principios 
Rectores sobre las Empresas y los Derechos 
Humanos. En particular, los Estados deberían exigir 
a las empresas que actúen con la debida diligencia 
en materia de derechos humanos e imponer 
responsabilidad penal a las empresas que violen 
los derechos humanos.40

Las instituciones nacionales de derechos humanos 
deberían ocuparse de las reivindicaciones de 
derechos económicos, culturales, ambientales 
y sociales, así como de las reivindicaciones 
relacionadas con el derecho al desarrollo. Las 
instituciones nacionales de derechos humanos 
deben abogar por que se pueda recurrir a la justicia 
de sus países en caso de que se violen esos 
derechos, además de desempeñar un papel más 
importante en el fomento y la protección de los 
mismos. Más concretamente, deberían: 

•	 al analizar los casos, consultar los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible específicos para 
mostrar cómo se relacionan esos casos con los 
resultados del desarrollo. Esto es particularmente 
pertinente cuando las instituciones nacionales de 
derechos humanos han firmado una declaración 
en la que se comprometen a velar por la 
aplicación de los Objetivos en sus propios países; 

•	 p lantear  act i vamente  las  cuest iones 
relacionadas con el derecho al desarrollo en los 
planos nacional e internacional, incluso cuando 
se participe en los procesos de examen periódico 
universal y en los exámenes de los órganos 
creados en virtud de tratados; 

•	 velar por que los Estados cumplan con sus 
obligaciones extraterritoriales, por ejemplo, en 
el contexto de las inversiones extranjeras de los 
países; 

Por ejemplo: 
En un país del África meridional, la 
Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos se ha centrado cada vez 
más en los efectos de las actividades 
mineras en el medioambiente y los 
derechos humanos. La Comisión ha 
organizado debates, cursos prácticos, 
reuniones, audiencias e investigaciones 
sobre cuestiones ambientales, sociales 
y de gobernanza relacionadas con la 
gestión del drenaje ácido de las minas; 
el comercio y los derechos humanos en 
el contexto de las industrias extractivas, 
en particular la minería; la participación 
pública en la planificación del desarrollo 
económico local en las zonas rurales; 
y la labor relacionada con la reforma 
agraria para mejorar los medios de vida 
en las zonas rurales.41
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Por ejemplo: 
En 2016, el Servicio Internacional de 
Derechos Humanos lanzó una Ley 
Nacional Modelo para el Reconocimiento 
y la Protección de los Defensores de los 
Derechos Humanos con el fin de facilitar la 
aplicación de las normas internacionales de 
derechos humanos en lo que respecta a los 
derechos y las protecciones garantizados a 
los defensores de los derechos humanos a 
escala nacional. Esta ley modelo es única 
en el sentido de que se elaboró después de 
consultar a 500 defensores de los derechos 
humanos de más de 110 países de todo el 
mundo.44

•	 realizar investigaciones y proponer reco‑
mendaciones a los gobiernos, no solo en res‑
puesta a las violaciones de los derechos hu‑
manos que ya se han producido, sino también 
con carácter prospectivo, para garantizar que 
las políticas de desarrollo propuestas se ajus‑
ten a los principios de los derechos humanos.

Por ejemplo: 
Una Institución Nacional de Derechos Humanos 
de América Latina se asoció con organizaciones 
académicas y de la sociedad civil para llevar a cabo 
estudios sobre temas de derechos económicos. Por 
ejemplo, la Institución ha estudiado el impacto de las 
políticas de salario mínimo, el presupuesto público y 
la corrupción en los derechos humanos. Los estudios 
han contribuido a sensibilizar a los encargados de 
elaborar políticas sobre los posibles efectos de esas 
políticas antes de su ejecución.42

Los Estados deberían proporcionar un entorno 
seguro que proteja a los defensores de los derechos 
humanos y a las organizaciones de la sociedad 
civil, permitiéndoles así desempeñar libremente 
su función de protección del derecho al desarrollo. 
Concretamente: 

•	 los Estados y las organizaciones interguberna‑
mentales deberían consultar a los defensores de los 
derechos humanos y colaborar con ellos y recono‑
cer el papel que desempeñan en el fomento del de‑
recho al desarrollo, especialmente en la defensa de 
la tierra, los recursos naturales y el medioambiente 
en general; 43 

•	 los Estados deberían facultar y proteger a las 
organizaciones y los defensores de la sociedad 
civil que luchan contra la corrupción y los delitos 
financieros, buscan la justicia social, investigan las 
corrientes financieras ilícitas y documentan los 
efectos adversos de las políticas y los proyectos de 
desarrollo; 

•	 los Estados deben reconocer y proteger la labor 
de las defensoras de los derechos humanos, poner 
fin a todas las formas de persecución y violencia 
contra ellas y garantizar un entorno propicio para su 
activismo a fin de realizar el derecho al desarrollo; 

•	 los Estados y los asociados internacionales 
para el desarrollo deberían proporcionar recursos 
financieros y de otro tipo adecuados a las 
organizaciones no gubernamentales, los defensores 
de los derechos humanos y otros interesados cuya 
labor apoye la realización de todos los derechos 
humanos, incluido el derecho al desarrollo. 

Los Estados deben respetar las reivindicaciones de 
los pueblos indígenas en materia de derechos sobre 
la tierra y derechos conexos, preservar sus intereses y 
recabar su consentimiento libre, previo e informado en 
los procesos de desarrollo. 

Por ejemplo: 
En un país del Asia del Sur, la aprobación 
de una legislación denominada Ley 
de Derechos Forestales permitió a 
las comunidades obtener derechos 
colectivos sobre las tierras forestales. 
Las comunidades indígenas que 
habitan en los bosques se organizaron 
posteriormente para reclamar sus 
derechos sobre las t ierras de la 
comunidad, y ahora están desarrollando 
las tierras sin temor a ser desalojadas.45
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Los Estados deber ían dotar  de recursos 
adecuados a los mecanismos internacionales de 
denuncia tanto en el plano mundial como en el 
regional. Los Estados también deberían invertir 
en el apoyo de mecanismos sólidos para la 
aplicación y el seguimiento de sus conclusiones y 
recomendaciones. 

Los Estados deberían ratificar el Protocolo 
Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, lo que permitirá 
a las personas y a la sociedad civil plantear casos 
concretos en el marco del pacto. 

Los Estados miembros de la Unión Africana 
deberían ratificar el protocolo a la Carta Africana 
de Derechos Humanos y de los Pueblos por el 
que se acuerda la creación de una Corte Africana 
de Derechos Humanos y de los Pueblos. Deben 
reconocer la competencia de la Corte para admitir 
casos de individuos y de la sociedad civil. 

Cuando los Estados presenten informes a 
los órganos creados en vir tud de tratados 
internacionales de derechos humanos, deberían 
incluir sistemáticamente ejemplos prácticos de 
cómo la forma en que han aplicado la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible ha repercutido 
positivamente en el fomento de los derechos 
humanos. 

Los Estados que participan en el proceso de 
examen periódico universal del Consejo de 

Derechos Humanos deberían informar sobre los 
avances logrados en relación con el derecho al 
desarrollo. Las Naciones Unidas deberían apoyar 
las iniciativas a este respecto, incluso prestando 
asistencia para fomentar la capacidad. 

Los Estados deberían promover la inclusión de 
los derechos humanos en los informes sobre la 
aplicación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, 
en particular cuando los Estados examinen el 
formato y los aspectos organizativos del foro 
político de alto nivel sobre el desarrollo sostenible. 

Los Estados y otros interesados deberían llevar a 
cabo nuevas actividades de fomento para que la 
aplicación del Acuerdo de París sobre el Cambio 
Climático se ajuste plenamente a la obligación de 
respetar, proteger, fomentar y cumplir los derechos 
humanos, incluido el derecho al desarrollo. 

Los Estados deberían cumplir sus obligaciones 
extraterritoriales regulando las acciones de 
las empresas multinacionales con sede en 
sus territorios. Deberían apoyar la creación de 
un tratado jurídicamente vinculante sobre las 
empresas transnacionales que también obligue a 
las empresas de propiedad estatal.

Los Estados y los inversores deberían reformar 
el sistema de solución de controversias entre 
inversores y Estados, que permite presentar 
denuncias contra los Estados en relación con los 
acuerdos de inversión, a fin de que sea más justo y 
se ajuste a las normas internacionales de derechos 
humanos.

Los Estados deberían establecer mecanismos 
de solución de controversias a escala regional 
e internacional que promuevan y respeten la 
soberanía de los Estados y la igualdad entre ellos.

Recomendaciones en el plano 
regional e internacional

 sobre la rendición de cuentas
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Los órganos de vigilancia de los tratados de las 
Naciones Unidas deberían incluir sistemáticamente 
en sus análisis periódicos evaluaciones del ejercicio 
del derecho al desarrollo por los Estados partes. 
La sociedad civil debería participar activamente 
en esos exámenes, incluso presentando informes 
paralelos sobre el ejercicio del derecho al desarrollo. 
Estos informes también pueden compartirse con el 
Grupo de Trabajo sobre el Derecho al Desarrollo. 

La sociedad civil debería supervisar los juicios 
para mejorar el acceso a la justicia y reforzar la 
imparcialidad de los mismos. Se debe procurar 
que los programas de vigilancia de ensayos sean 
sostenibles incluso si los financiadores extranjeros 
y las organizaciones internacionales dejan de 
financiarlos. 

La sociedad civil  debería participar en las 
evaluaciones de supervisión parlamentaria de la 
labor de los bancos de desarrollo. 

Los mecanismos regionales de derechos humanos 
deberían desempeñar un papel más importante en 
el fomento del derecho al desarrollo controlando 
los procesos de desarrollo, investigando las 
violaciones conexas de los derechos humanos y 
elaborando sus propios mecanismos de rendición 
de cuentas.

La sociedad civil y las comunidades deberían 
presentar más casos relacionados con violaciones 
de los derechos económicos, sociales y culturales 
al sistema interamericano de derechos humanos. 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
constató por primera vez en 2017 una violación 
relativa a los derechos económicos, sociales, 
educativos, científicos y culturales (artículo 26 
de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos)46. Por lo tanto, aún queda mucho por 
hacer para exigir el cumplimiento de esos derechos. 

Las instituciones financieras internacionales 
y los organismos de desarrollo recientemente 
establecidos deberían establecer mecanismos 
eficaces de reclamación después de celebrar 
consultas adecuadas con las organizaciones 
pertinentes de la sociedad civil. Las comunidades 
deben hacer uso de los mecanismos existentes.

Las instituciones financieras internacionales 
deberían:

•	 hacer que sus mecanismos de seguimiento y 
rendición de cuentas sean más accesibles para 
las personas y las comunidades (desde el punto 
de vista económico y práctico);

•	 proporcionar sistemáticamente información 
sobre los mecanismos existentes.

Recomendaciones sobre la 
rendición de cuentas para las 

entidades de las Naciones Unidas 
y los actores no ‑estatales
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El Relator Especial insta a todas las partes interesadas a que pongan en 
práctica las directrices y recomendaciones mencionadas anteriormente 
a fin de fomentar la aplicación práctica del derecho al desarrollo. Reitera 
el principio fundamental de las directrices: para que se pueda ejercer 
el derecho al desarrollo es preciso facultar a las personas, individual y 
colectivamente, para que decidan sus propias prioridades de desarrollo 
y los métodos que prefieran para alcanzarlas. 

El Relator Especial expresa su gratitud a todos los participantes y 
contribuyentes de las consultas regionales. Procurará que sigan 
cooperando a medida que avance en su mandato de contribuir al 
fomento, la protección y el cumplimiento del derecho al desarrollo.

Conclusión7
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